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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, doce de marzo de dos mil nueve

Acta número 0016 del 12 de marzo de 2009

En la fecha, siendo las tres de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación interpuesto por la apoderada de la parte demandante contra la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el 12 de noviembre de 2008, dentro del proceso de doble instancia que María de las Mercedes Urrego de Guerrero le promueve a la Compañía Colombiana Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías, Colfondos S.A.. 

El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento y alude a estos,



ANTECEDENTES
Manifiesta la señora Urrego de Guerrero, que se encontraba afiliada a la AFP Colfondos, en la cual realizó sus aportes al Sistema de Pensiones; nació el 24 de noviembre de 1947, por lo tanto cumplió los 57 años de edad el 24 de noviembre de 2004, calenda para la cual ya tenía acreditados los requisitos para acceder al reconocimiento y pago de la pensión de vejez, procediendo a solicitarla el 28 de febrero de 2005; mediante comunicación N° DCI-P-E 7197-05de octubre 3 de 2005, la demandada le informó que conforme a su historia laboral, el capital que tenía era suficiente para el financiamiento de su pensión; el 18 de julio de 2006, mediante comunicación DCI-BP 3579-06, la accionada, en respuesta a solicitud de información, indicó que el bono pensional se encontraba en trámite de emisión, pues faltaba una información del Instituto de Seguros Sociales; mediante comunicación COM – BON 6028 del 8 de noviembre de 2006 le fue anunciado que su bono pensional ya había sido emitido; solo hasta marzo 21 de 2007, a través de comunicación DBCP – E 1861-07 le informaron que había sido aprobada su solicitud de pensión y que debía proceder a elegir la compañía de seguros que le daría manejo a la misma. Posteriormente, el 25 de abril de 2007, la compañía Seguros Bolívar, le comunica que el monto de su mesada pensional es la suma de $442.543 y que su primer pago corresponde al mes de abril de 2007, debiendo haber sido concedida a partir del 24 de noviembre de 2004, fecha en la cual se causó el derecho a percibir su pensión por acreditar los requisitos para ello.

Con base en el soporte fáctico relatado, solicita que se declare que tiene derecho al reconocimiento y pago de su pensión de vejez a partir del 24 de noviembre de 2004, fecha en la cual cumplió los requisitos necesarios; que como consecuencia de tal declaración, se condene a la sociedad demandada a pagarle el retroactivo de su pensión a partir del día 24 de noviembre de 2004 hasta el mes de abril de 2007, cuando le fue reconocida su pensión; que se condene a la accionada al pago de los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, desde la causación del derecho, indexación y costas procesales; como pretensiones subsidiarias, solicita lo mismo, pero teniendo como fecha de causación el 28 de febrero de 2005.
La demanda fue admitida por auto del 13 de diciembre de 2007, fl. 28, y se ordenó correrla en traslado a la parte accionada, quien contestó por medio de apoderada, aceptando que la actora se encontraba afiliada y realizaba aportes al fondo por ella administrado, que el 28 de febrero de 2005 radicó solicitud de pensión de vejez, que mediante oficio se le informó a la demandante el monto del capital que requería para financiar su pensión de vejez y el capital con el que contaba, pero aclarando que también se le comunicó que hacía falta recuperar 3 meses que aparecían como no válidos para poder solicitar la emisión del bono, que por medio de comunicación COM – BON 6028 del 8 de noviembre de 2006 se le aviso a la demandante que su bono pensional ya había sido emitido y que a través del oficio DBCP – E 1861 – 07 se le hizo saber a Urrego de Guerrero que su solicitud de pensión había sido aprobada; negó los restantes hechos o manifestó que no son hechos. Se opuso a las pretensiones describiendo todo el proceso que se ha de realizar para la emisión de un bono pensional y, en especial, los detalles de lo sucedido en el caso de la actora, afirmando que se siguió todo el procedimiento conforme a las normas legales. Excepcionó Inexistencia de las obligaciones demandadas, Cobro de lo no debido, Prescripción y Compensación.

Fracasó la fase conciliatoria ante la falta de tal ánimo en la demandada, fl. 120. Agotadas otras etapas, el juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la apertura del proceso a prueba ordenando tener por tales las que a las partes interesaron. 

Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 12 de noviembre último. La sentencia negó las pretensiones de la demanda al encontrar que la accionada no actuó con negligencia, reconociendo la pensión de vejez conforme a la ley y previo el cumplimiento de los requisitos legales, siendo lo esencial en el Régimen de Ahorro Individual, no la edad, sino la concurrencia de la garantía del capital necesario para garantizar la pensión mínima.

Con la decisión anterior no se conformó la vocera judicial de la demandante quien impugnó solicitando revocatoria del fallo, fl. 149; afirma que no hay justificación para la tardanza de la demandada en reconocer la pensión solicitada, más de dos años, vulnerando con dicha demora derechos de mayor envergadura y de carácter constitucional, los cuales tuvieron que ceder, según la entidad, ante los requerimientos financieros y trámites administrativos; sostiene que, conforme a múltiples pronunciamientos de la Corte Constitucional, el reconocimiento y pago de la pensión no puede verse afectado por el trámite de bono pensional, lo cual se encuentra estipulado también en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, por lo que no hay justificación para que no se conceda la pensión desde que se cumplieron los requisitos para acceder a  ella, y no desde que se agotaron los trámites administrativos que debieron adelantarse ágilmente por parte de la administradora accionada.

Concedido el recurso se enviaron los autos a este Sede donde para desatarlo deben atenderse las siguientes 

CONSIDERACIONES
El estudio a realizar en esta instancia, se circunscribirá a definir a partir de que fecha se debió conceder la pensión de vejez a la actora, es decir, cuando acreditó los requisitos para hacerse acreedora a tal beneficio pensional.
Establece el artículo 64 de la Ley 100 de 1993:

“Artículo 64. Requisitos para obtener la pensión de vejez. Los afiliados al régimen de ahorro individual con solidaridad, tendrán derecho a una pensión de vejez, a la edad que escojan, siempre y cuando el capital acumulado en su cuenta de ahorro individual les permita obtener una pensión mensual, superior al 110% del salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de expedición de esta ley …”
De la norma citada se extrae que para acceder a una pensión de vejez en el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, se requiere únicamente haber acumulado en la cuenta de ahorro individual un capital que permita obtener una pensión mensual superior al 110% del salario mínimo legal vigente, amén que para tener derecho al pago retroactivo de las mesadas pensionales, se debe acreditar además el retiro del sistema o por lo menos que se haya dejado de cotizar, de donde se deduce la intención de retiro.

Pues bien, a folio 14, encontramos el oficio DCI – P – 7197 – 05 del 3 de octubre de 2005, por medio del cual se le informa a la actora, que “Usted radicó documentación para iniciar los trámites de pensión de vejez el 28 de febrero de 2005; (sic) Al solicitar el estudio actuarial para determinar que capital requiere para financiar una pensión de vejez igual o superior al 110% de un salario mínimo mensual legal vigente se estableció que el mismo es de $77.422.981; (sic) Ahora bien, al revisar su historial laboral, se puede evidenciar que a fecha de liquidación (22 de marzo de 2005), el valor de su bono pensional asciende a la suma de $83.602.000 …”. (Subrayado nuestro)
Por otra parte, a folio 132, milita certificación expedida por la accionada, en la cual consta que a partir del 28 de febrero de 2005, fecha de solicitud de la pensión, no se reflejan nuevas cotizaciones a nombre de la actora.

Teniendo en cuenta lo anterior, tiene razón el recurrente en sus reclamos, pues resulta evidente que para la fecha de solicitud de la pensión de vejez, la señora María Mercedes Urrego de Guerrero, acreditaba, los requisitos para acceder a ella, por lo tanto debió ser a partir de dicha fecha reconocida la prestación, lo que se ordenará en la parte resolutiva de la presente providencia.

Es que al margen de los trámites administrativos a que haya lugar, los cuales en los casos como el presente, donde se involucran bonos pensionales, son bastante dispendiosos, no se puede perder de vista que las prestaciones por vejez en cualquiera de los dos regímenes, Prima Media o Ahorro Individual, se deben reconocer a partir del cumplimiento de los requisitos para adquirirlas.

No se puede prohijar la actitud de la demandada, al retardar más de lo debido el trámite de la pensión solicitada, pues recuérdese, que en sentencia T - 588 de 2003, la Corte Constitucional al abordar las posibles dudas respecto de la debida interpretación de los plazos para el reconocimiento y pago de pensiones, concluyó: 

“El término máximo para decidir o contestar una solicitud relacionada con pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes es de cuatro meses. Hasta el momento no hay norma alguna que fije un término diferente para la respuesta a la solicitud en materia de pensión para las sociedades administradoras de fondos del régimen de ahorro individual,  para el Seguro o para Cajanal". 

Mismo plazo que fija el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, agregando que la no emisión del bono pensional o la cuota parte, no es disculpa para el no cumplimiento de dichos plazos.
En resumen, en ocasiones las gestiones para obtener una pensión de cualquier tipo resultan complicadas, pueden surgir inconsistencias que se deban corregir o trámites legales que dificulten su concesión, sin embargo ello no es óbice para que la administradora desconozca la fecha en que cumplió los requisitos su afiliado y proceda a pagar la prestación en la calenda en que dichos trámites concluyan, omitiendo el pago del retroactivo pensional a que tenga derecho el nuevo pensionado, por lo que, como ya se afirmó, la providencia recurrida, habrá de ser revocada

Por último, resultando evidente la mora en que incurrió la accionada respecto del pago de mesadas pensionales, nada se opone a que se acceda a emitir condena por intereses moratorios, al tenor del artículo 141 de la Ley 100 de 1993. Ellos se pagarán a partir del vencimiento del término del que disponía la AFP demandada para decidir y cancelar la prestación solicitada, esto es, 4 meses desde la presentación de la solicitud, por lo tanto, los intereses moratorios se reconocerán a partir del 28 de junio de 2005 y hasta que se realice el pago del retroactivo adeudado.
Costas en esta instancia no se causaron. 
En mérito de las consideraciones expuestas, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE:
PRIMERO:
REVOCAR en su totalidad la sentencia que por apelación ha conocido.

SEGUNDO: CONDENAR a la Compañía Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Colfondos S.A. a pagar a la señora María de la Mercedes Urrego de Guerrero, el retroactivo de su pensión de vejez, a partir del 28 de febrero de 2005 y hasta el 31 de marzo de 2007, inclusive.

TERCERO: CONDENAR a la Compañía Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Colfondos S.A. a pagar a la señora María de la Mercedes Urrego de Guerrero, intereses moratorios conforme al artículo 141 de la Ley 100 de 1993, sobre el monto del retroactivo de que trata el ordinal anterior, a partir del 28 de junio de 2005 y hasta que se pague efectivamente.

CUARTO: CONDENAR al pago de las costas procesales a la parte vencida en juicio, es decir, a la demandada, en un cien por ciento (100%)

Costa en esta sede no se causaron.

Así se suscribe la presente acta. Notificación surtida en estrados. 




Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
1

